Carátula 


(Vueltos a Sala) 
SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, continúa la sesión. 
(Es la hora 11 y 20 minutos) 


En primer lugar, damos la bienvenida a los representantes del Ministerio de Desarrollo Social 
y, en segundo término, queremos informar a los miembros de la Comisión que la señora Ministra se 
tiene que retirar a la hora 13 y 15. 


SEÑORA MINISTRA.- Por más que avisamos que íbamos a demorar, pedimos disculpas ya que no 
nos gusta llegar tarde. Estábamos en una reunión, que ya estaba programada, con integrantes de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto, ya que hay una estrecha relación entre el trabajo del Ministerio 
de Desarrollo Social y su proceso de descentralización, con las Intendencias Municipales de todo el 
país y nuestras oficinas territoriales. Obviamente, la Oficina de Planeamiento y Presupuesto se está 
ocupando del proceso de transformación democrática del Estado y, fundamentalmente, de todo el 
proceso de desconcentración y descentralización de servicios. Entonces, estábamos reunidos desde 
las 8 y 30 horas y pensábamos que íbamos a poder llegar. Reitero mis disculpas; mis ex colegas saben 
que no me gusta llegar tarde. 


A su vez queremos señalar que hay una serie de Directores que están en diferentes 
actividades, sobre todo, en el interior del país. De todas maneras, vamos a plantear algunos temas 
fundamentales. 


Queremos expresar que para nosotros esta Rendición de Cuentas tiene dos aspectos 
fundamentales: uno de ellos, estrictamente, tiene relación con el Presupuesto del Ministerio de 
Desarrollo Social, que es muy reducido y tiene una serie de problemas, pero que vamos a poder salir 
adelante, y el otro, desde el punto de vista de su ejecución, no hace exclusivamente al MIDES, sino 
que tiene que ver con el presupuesto de otros Incisos, lo cual los señores Senadores ya han ido 
siguiendo. 


Como dijimos en otra oportunidad, el programa, el plan o el conjunto de políticas estructurales 
a largo aliento, vinculado a una matriz de protección social -el señor Presidente lo llamó Plan de 
Equidad- aparece en diversos Incisos e instituciones, ya sea Ministerios, Administración Central, INAU 
o ANEP y, en un futuro muy cercano, a lo que es la reforma de las asignaciones familiares que, como 
todos saben, no puede venir en una Rendición de Cuentas por mandato constitucional. Entonces, para 
cuando entre al Parlamento el proyecto de ley -que ya lo tenemos casi pronto- para hacer la 
transformación de las asignaciones familiares, expresamente vamos a tener reservados los recursos 
disponibles. O sea que éstos están reservados para poder legislar con recursos genuinos, los cuales 
no pueden venir en esta Rendición de Cuentas. Aquí está el compromiso del Ministerio de Economía y 
Finanzas, del Gobierno en su conjunto y, por supuesto, el trabajo colectivo que estamos haciendo entre 
el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, fundamentalmente en la parte de seguridad social, el 
Banco de Previsión Social y el Ministerio de Desarrollo Social en la elaboración de un solo proyecto de 
ley que abarque las cuatro leyes que están vigentes. Para el año 2008 va a tener un alcance 
aproximado a la franja que hoy todavía llamamos el 80% más pobre, o sea que está por debajo de la 
línea de pobreza, y en el 2009 abarcará a los que están de la línea de pobreza en adelante, es decir, 
los hogares de menores ingresos o de menores recursos que están contenidos, sobre todo, en la ley 
del año 2004, tal como los denomina el Banco de Previsión Social. 


Esto es algo que queríamos señalar, independientemente de que no figura en el texto que los 
señores Senadores tienen a consideración, pero sí figura en la planificación presupuestal. Dicho de 
otra manera, aspiramos a que en el próximo enero esté en funcionamiento -por lo menos que estén 
ingresando- las primeras franjas de niños, niñas y adolescentes que tienen derecho a la asignación 
familiar, con una asignación mensual mejorada y diferenciada entre el período que va desde el 
nacimiento hasta el fin de la escolaridad -es decir, sexto año de escuela- y una cuota de mayor monto, 
también mensual, a partir de la enseñanza media, ya se trate de Secundaria o de UTU. 


En segundo lugar, hay un tema que nos preocupa mucho, pues sabemos que estuvo en 
discusión en la Cámara de Representantes y lo queremos aclarar desde el comienzo; luego, si la 
señora Presidenta lo considera pertinente, iremos al análisis artículo por artículo. Este asunto tiene que 


ver con el pasaje de lo que hoy es una dirección relativa a la discapacidad y se encuentra en el 
Ministerio de Salud Pública, porque tanto esta Cartera, como nosotros, el actual Director de esa política 
social y las organizaciones de discapacitados, consideramos que no es un problema exclusivamente 
de salud. Si bien es un tema que atañe a la salud, no es exclusivo de ese sector. El desarrollo social 
para el sector de la discapacidad incluye el aspecto de salud, pero también es un tema de inclusión 
social mucho más abarcativo como para que esté radicado sólo en ese Ministerio. 


Por otro lado, respecto a esto también queremos señalar que presentamos un artículo, que 
fue incorporado en la Cámara de Representantes, que mejora un texto que pensábamos que no 
contemplaba la realidad. Se trataba de un artículo que hacía referencia a qué pasará con todo lo que 
tenga en Salud Pública, y la realidad es que no tiene nada, lamentablemente. Tenemos una 
discapacidad con una Dirección y aspirábamos a blanquear esa situación, a hacerla transparente, pero 
en este primer paso todavía no se puede. De todas formas, pensamos que luego va a ir creciendo 
porque hay recursos en la parte del Plan de Equidad de la Rendición de Cuentas, con este destino. 


Hoy tenemos una Dirección de Discapacidad que está radicada en el Ministerio de Salud 
Pública y el sueldo del Director se paga, con un poco de los recursos de la Comisión Honoraria del 
SIDA, con otro poco de Salud Pública y otro poco de no sé qué Comisión -mis compañeros podrán 
ayudarme para precisar este dato- pero, en todo caso, es una cosa totalmente absurda. 


A su vez, la Comisión Honoraria de la Discapacidad depende del Ministerio de Salud Pública. 
Cuando los señores Senadores analicen -seguramente, ya lo hicieron- al Presupuesto 
Quinquenal, se van a encontrar con que los recursos para esa Comisión Honoraria están en el Inciso 
21, “Subsidios y subvenciones”. 


Lo mismo sucede con el Instituto Cachón y el Instituto Artigas, donde tenemos una extraña 
mezcla de instituciones que se rigen por el derecho privado. Sin embargo, luego allí tenemos 
supuestos funcionarios públicos, y digo “supuestos” porque hay una parte de ellos cuyos sueldos se 
pagan con dineros de Salud Pública, otra parte por las transferencias que se hacen del Inciso 21 y otra 
que también es un “collage” de distintas comisiones de apoyo. Nosotros creemos que todo eso hay que 
ordenarlo. 


Por lo tanto, con respecto al inciso inicial que mandamos, como Poder Ejecutivo -yo también 
firmé esto- puedo decir que cuando lo estudiamos con más detenimiento pensamos que hay que poner 
que, en realidad, no tiene nada del Ministerio de Salud Pública. Eso lo pueden corroborar mirando el 
Presupuesto Quinquenal y los planillados; se van a dar cuenta de que la Comisión Honoraria no tiene 
nada más que la transferencia en el Inciso 21. 


También pueden ver que, a su vez, la discapacidad no tiene recursos. Entonces, la Comisión 
Honoraria pasa a depender del Ministerio, tal como está. En esta oportunidad, nosotros no 
modificamos para nada su composición ni alteramos los roles que la ley les asigna. También pasan a 
depender los institutos Cachón y Artigas y ahí, probablemente, en el futuro vamos a tener que ir 
ajustando el tema de los recursos. Digo esto porque si ustedes se remiten al Inciso 21, pueden 
encontrar que hay transferencias en esa larga lista, que siempre existe, de subsidios y subvenciones. 


También nos tomamos el trabajo de mirar la evolución histórica y vimos que en el caso del 
Instituto Artigas, ha estado intervenido durante décadas por sucesivas Administraciones. Nosotros 
aspiramos, en un futuro no demasiado lejano, ordenar todo esto. 


Como los señores Senadores sabrán, hay distintas organizaciones sociales de los 
departamentos del país que suplen al Estado en estos trabajos. A este respecto, puedo decir que 
estuve en Florida para la instalación del Consejo Social y ahí teníamos una organización social que 
cuenta con algunas transferencias: el MIDES, por el acuerdo que tenemos con ANCAP ahora -si bien 
no hacemos transferencias financieras- da vales de nafta y para las garrafas de supergás. Se está 
atendiendo a 125 niñas, niños y adolescentes con parálisis cerebral, con Síndrome de Down o con 
otras discapacidades de tipo intelectual, haciendo una labor muy buena a la comunidad, pero todos 
están en una situación de mendigar recursos, cosa que no compartimos. 


Pensamos que hay una dignidad en cuanto al trabajo de esa organización, que es formidable. 
En general, diría que en el 99,9% de los casos, en todos los departamentos encontramos 
organizaciones que hacen un trabajo denodado de entrega. No por casualidad encontramos a una 


cantidad de maestros y de maestras que se dedicaron a hacer ese trabajo, cuasi honorario -cuando no 
honorario- luego de jubilarse. 


Todo esto implica una política vinculada a la discapacidad que hoy no tenemos y, por lo tanto, 
aspiramos a tenerla. Después el Director Nacional de Políticas Sociales, que ha trabajado más en el 
tema, podrá agregar a esto la explicación de cómo trabajamos en cuanto a la parte presupuestal. Hablo 
de cómo fuimos descubriendo el tema. A este respecto me acordaba levemente de cuando nuestro 
equipo de presupuesto -que hoy nos acompaña- nos vino a preguntar dónde estaban los fondos que 
íbamos a transferir, que no hay en el Presupuesto Quinquenal. Por lo tanto hacemos énfasis y tenemos 
una preocupación fundamental en ese punto. 


Otra preocupación que tenemos está vinculada al Colectivo Infancia, a quienes recibimos en 
el día de ayer. No fue la primera ni la última vez que nos reunimos puesto que trabajamos 
cotidianamente con ellos. Seguramente los señores Senadores ya deben tenerlos registrados en la 
lista de pedido de audiencia de esta Comisión, si es que ya no han concurrido. Cuando mencionamos 
al Colectivo Infancia, estamos hablando de organizaciones sociales que trabajan con la infancia y la 
adolescencia desde distintos ángulos, ya sea por medio de los CAIF, de los hogares donde 
permanecen internados, los clubes de niños o con programas específicos que tienen que ver con 
nuestra Cartera, vinculados al trabajo de calle. Posteriormente, el Director Bango podrá explicar el 
trabajo que se está realizando en el programa Infacalle, con todos los avances, deficiencias y cosas 
que faltan por hacer que son gigantescas y que para nosotros es un tema vital. 


Lo que sucede es que ya en el año 2005, junto con la señora Senadora Percovich, hablamos 
con el Colectivo Infancia y les explicamos por qué no podíamos atender sus demandas en la primera 
etapa. Sin embargo, hay un hecho que ellos plantean que es real -diría que le ponen un tinte un poco 
más dramático a la realidad que, por supuesto es dramática- y afirman que se pone en riesgo el Plan 
de Equidad. En el día de ayer les dije que creo que el Plan de Equidad no está en riesgo, pero sí 
comparto lo relativo al nivel de ampliación de cobertura en la primera infancia, que es el sector que 
fundamentalmente atendemos con los centros CAIF. 


Por otro lado, estamos convencidos de que los clubes de niños, con los que trabaja INAU, 
tienen sentido porque no existen escuelas de tiempo completo en todos lados. El día en que las 
escuelas sean de tiempo completo, los clubes de niños no tendrán razón de ser. Actualmente, ellos 
cumplen una función porque en el horario contrario al de la escuela, los niños tienen un lugar donde 
jugar, socializar y acompañar su labor escolar. Lamentablemente, hoy en día los clubes de niños son 
para los pobres, mientras que la escuela de tiempo completo generalizada va a tender a que todos los 
niños y niñas del país, como lo planteaba Varela, van a estar en los mismos bancos de la escuela 
considerándose iguales. Ese es el sentido de la escuela pública, y no el de ser una escuela de pobres. 


Tampoco los clubes de niños deberían ser para niños pobres y los CAIF lugares destinados a 
la primera infancia pobre. Naturalmente, hoy tenemos que tener puntos de partida desiguales. 


Por lo tanto, hoy vamos a pelear en primer lugar por aquellos que tienen menos posibilidades 
y su línea de partida es anterior a otros pero siempre tendiendo a la integración. La Constitución de la 
República establece que todos tenemos los mismos derechos, y acá estamos hablando del ejercicio de 
los derechos. A su vez, insistimos mucho en que la Constitución también determina cuándo cesa o se 
suspende la ciudadanía y especifica que esto sucede cuando alguien comete un delito, cuando se está 
preso o no se tiene 18 años, entre otras cosas. Creemos que también se suspende la ciudadanía 
cuando no se sabe leer y escribir, cuando no se tiene para comer y cuando la gente no puede razonar 
libremente para poder optar con libertad. En consecuencia, el ejercicio de los derechos es parte de la 
construcción de ciudadanía y nosotros como Gobierno tenemos la obligación de generar los ámbitos y 
las herramientas para que ellos puedan ser ejercidos. 


En el marco de la Rendición de Cuentas aparecen algunos elementos específicos y nosotros 
estamos a disposición de los señores Senadores para que planteen las preguntas que entiendan 
necesarias. 


Quiero decir a esta Comisión del Senado algo que el Consejo de Ministros escucha todos los 
lunes de mañana, y aclaro que lo hago todos los lunes porque lo he tomado como un ejercicio 
simbólico. 


El MIDES sigue sin estructura, y esto tiene que ver con lo que hablábamos al principio sobre 
la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, los trámites, etcétera. Desde el 2 de marzo la estructura del 
MIDES, aprobada por la OPP y la Oficina Nacional del Servicio Civil, está depositada en la Contaduría 
General de la Nación. Todas las semanas nos dicen que nos falta un papelito o una explicación y que 
la próxima semana lo aprueban; yo le digo a nuestra novel Directora General que es ingenua cuando le 
dicen eso y ella se lo cree. A su vez, la Oficina Nacional del Servicio Civil nos ha orientado en el sentido 
de que es preceptiva la opinión de la Contaduría General de la Nación pero no es vinculante. 


Entonces, lo que quiero es que informen algo -no me importa lo que informen- porque, ¿qué 
pasa si no tengo estructura? Por supuesto que me toman el pelo y me dicen -aquí estoy casi en mi 
casa- que estoy contra las estructuras, pero el problema es que tengo funcionarios herededados del 
Ministerio de Deportes o del Ministerio de Educación y Cultura y hay diez sueldos distintos, todos 
miserables. Además, no puedo llamar a concurso. Lo planteé en la Cámara de Diputados y lo repito en 
esta Comisión del Senado, para que quede en la versión taquigráfica: nuestra Contadora central del 
Tribunal, que está aquí y a quien queremos mucho -entre otras cosas por su dedicación y su esfuerzo- 
nos observa sistemáticamente porque dice que estamos haciendo contrataciones encubiertas, y yo 
digo que en realidad se trata de contrataciones descubiertas. Quiero que se sepa, transparentarlas. 


Si necesitamos asistentes sociales y no podemos llamar a concurso, o las precisamos por un 
plazo determinado para hacer revisitas, entonces hacemos un convenio con la Asociación de 
Asistentes Sociales del Uruguay (ADASU), que sí llama a concurso. Obviamente, de acuerdo con las 
normas vigentes, la contadora me tiene que observar y hace muy bien en decirme que por el artículo 
211 de la Constitución, el TOCAR, etcétera, se trata de contrataciones encubiertas. 


Del mismo modo, hacemos convenios con la Sociedad de Arquitectos del Uruguay (SAU), que 
a su vez llama a concurso, y nosotros les mostramos que van a ir a trabajar donde no hay “water”, 
donde se necesita construir el servicio higiénico; van a ir a una obra limitada por el dinero; es decir, no 
es la gran creatividad de los arquitectos. A los que, por méritos y experiencia, acceden, los contratamos 
en convenio con la SAU. Además, nos parece fantástico que la Sociedad de Arquitectos se involucre en 
las políticas sociales; pero estas también son contrataciones encubiertas desde el punto de vista legal, 
aunque, insisto, en realidad son contrataciones descubiertas. 


Yo le digo al Senado de la República -y quiero que quede en la versión taquigráfica- que lo 
estamos haciendo y lo vamos a seguir haciendo, hasta tanto tengamos otro camino. Nosotros no 
necesitamos tener arquitectos en el MIDES por el resto de nuestras vidas; no tenemos vocación de 
Ministerio de Vivienda, pero ya necesitamos cierta cantidad por un plazo determinado; no podemos 
esperar un año o los que se les ocurra. En la Cámara de Representantes un señor Diputado decía por 
qué no se agrega una norma -no en la Rendición de Cuentas; no quiero entreverar las cosas- que 
establezca que tenemos derecho a hacerlo por determinado plazo, porque estas personas no quedan 
ni quedarán como funcionarios públicos. Pero ahora vamos a seguir teniendo esas observaciones. 
Además, hay una contradicción en esto, porque sí tenemos la posibilidad de concretar convenios con 
organizaciones de la sociedad civil. 


Insisto: en el futuro no voy a necesitar cuarenta o cincuenta asistentes sociales para salir a 
terreno, pero hoy los necesito para seguir controlando, para hacer el seguimiento, etcétera, y no 
tenemos recursos, porque contamos con $ 50:000.000 para recursos humanos. Además, no tendría 
sentido llenar el Ministerio de gente que luego no va a tener una función. Queríamos transparentar, 
entonces, esta situación en el Senado, como lo hicimos en la Cámara de Diputados, porque después 
aparece el MIDES como el gran contratador encubierto del Estado. 


Voy a referirme ahora a la dotación presupuestal del Ministerio en la Rendición de Cuentas. 


En primer lugar, en lo que hace a recursos humanos, aun en la hipótesis de la reestructura - 
que algún día tendremos, cuando tengamos estructura- la dotación presupuestal es la misma; no hay 
un peso más. Asimismo, desde el punto de vista del funcionamiento y de las inversiones, las partidas 
presupuestales son las mismas. 


Desde el punto de las inversiones, nuestra aspiración es dejar un Ministerio totalmente 
informatizado, porque para nosotros es muy importante poder realizar el cruce de datos con el resto del 
Estado, lo que nos obliga a tener un estrecho vínculo con la Agencia Nacional de Investigación e 
Innovación -como lo estamos haciendo- porque también formamos parte de lo que será el Gobierno 
Electrónico, tema que hoy analizábamos con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. De modo que 


tenemos que tener una articulación con ANEP, con Salud Pública, con el Banco de Previsión Social, 
con el CIPE, con el INAU, con el Sistema Nacional de Información para la Infancia y la Adolescencia 
(SINIA), a través de varios instrumentos que ya se están implementando, como es el Sistema Integrado 
de Información de Atención Social, que involucra al Banco de Previsión Social, a Salud Pública y a 
nosotros. En lo que no vamos a poner tope y nos vamos a gastar hasta el último centésimo es en la 
parte de instrumentación de la información y en el nivel que debe tener. 


Por otro lado, hay un artículo en la Rendición de Cuentas que prorroga algunas potestades 
que el Parlamento nos votó con relación a la descentralización de las políticas sociales, que se 
desarrollan en el territorio y no en la estratosfera o atrás de un escritorio en Montevideo. En este 
aspecto, el Senado tuvo la deferencia de habilitarnos en este tema y recuerdo, en particular, que 
gracias al señor Senador Heber, en lugar de tener una propuesta cerrada, que consistía en cinco pases 
en Comisión por departamento -que por ejemplo, igualaba a Canelones con Flores- se hizo una bolsa 
de 115 pases en Comisión, lo que nos permitió tener hoy 33 oficinas, aunque aspiramos a tener más. 
Aclaro que el término "oficina" es pomposo porque en muchos casos se trata sólo de un pobre 
coordinador, con su portafolio abajo del brazo, pero en otros casos estamos trabajando con la Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto para que sean oficinas gubernamentales que, en definitiva, elaboren 
estos proyectos en el territorio nacional con las mesas interinstitucionales, que es donde se articulan 
las políticas sociales y la agenda de todo el territorio concreto, en las que participa el Intendente 
Municipal y que funcionan a espejo o semejanza de lo que es el Consejo Nacional de Políticas 
Sociales, donde está el Congreso de Intendentes. 


Hace unos días, en una actividad, la prensa me decía que todos los Intendentes de mi fuerza 
política hablaban del trabajo que están realizando con el MIDES y yo les respondí que si hubieran 
estado los Intendentes de otras fuerzas políticas, dirían lo mismo. Esto se hace mano con mano; es 
decir, nosotros trabajamos con ellos y ellos trabajan con nosotros. Son políticas sociales concretas, con 
relación a las cuales tenemos una gran preocupación y, en ese sentido, haremos grandes esfuerzos 
para que tengan un recurso técnico y administrativo, por lo menos, para poder trabajar en cada uno de 
los territorios. 


Este es el marco general. No sé cómo está trabajando la Comisión; no sé si ahora 
correspondería pasar a las preguntas de los señores Senadores o si hablarán los directores para hacer 
algunos planteos concretos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Como lo desee la señora Ministra. 


SEÑORA MINISTRA.- Entonces, cedo el uso de la palabra al señor Christian Mirza, Director de 
Políticas Sociales. 


SEÑOR MIRZA.- Simplemente, voy a hacer dos o tres anotaciones importantes, al informe que realizó 
la señora Ministra. En el punto específico de atención a la discapacidad, quiero recalcar que la 
propuesta que está contenida en el proyecto de Rendición de Cuentas es la creación de un programa 
nacional de atención a la discapacidad, que va a formar parte, directamente, de la estructura propia del 
Ministerio de Desarrollo Social. 


Como señaló la señora Ministra, hay un acuerdo político institucional para que, a partir del año 
2008, la responsabilidad de la ejecución directa de servicios por el Instituto Tiburcio Cachón y el 
Centro de Rehabilitación Artigas se transfiera al Ministerio de Desarrollo Social. Como bien saben los 
señores Senadores, la Comisión Nacio nal Honoraria no tiene facultades ejecutivas; opera como 
organismo rector o, en todo caso, como articulador y coordinador de las políticas de atención a la 
discapacidad. Sobre este aspecto tenemos un problema que queremos subrayar. En el primer informe 
preliminar del repertorio nacional de programas sociales de la Administración Central que presentó el 
Ministerio de Desarrollo Social en el Edificio Libertad meses atrás, nosotros indicamos -aclaro que el 
equipo que todavía está trabajando con la Cartera es un grupo de alta especialización del Instituto de 
Ciencias Políticas de la Universidad de la República- la altísima dispersión de intervenciones públicas 
estatales en la atención de la discapacidad. De hecho, se señalaba que había entre siete y nueve 
incisos que operaban a través de programas, programitas y pequeñas acciones puntuales en la 
atención de la discapacidad. Entonces, es intención de este Ministerio, trasladado -como corresponde- 
a la órbita del Gabinete Social, del Consejo Nacional y del propio Consejo de Ministros, arrojar mayor 
congruencia, articulación y coherencia en la atención de la problemática de la discapacidad en el 
entendido de que no se trata exclusivamente de la atención de la salud de las ciudadanos y los 
ciudadanos con un nivel determinado de discapacidad y, por lo tanto, son múltiples los vectores que se 


deben atender. Esa es la intención y el espíritu que están considerados y contemplados en la 
Rendición de Cuentas. 


Lógicamente, no contamos con todos los recursos que habíamos propuesto inicialmente. Por 
ejemplo, no va a ser posible contar con los 14 técnicos y funcionarios, que eran cargos que estaban 
previstos crear para este programa en el Ministerio de Desarrollo Social. De todas maneras, en el Plan 
de Equidad hay una dotación específica que está contemplada para el desarrollo de las distintas 
actividades del Programa Discapacidad. Es en ese sentido que nosotros planteamos reforzar los 
servicios de transporte para personas con discapacidad, sobre todo en los sectores carenciados. 
También vamos a implementar un servicio de acompañamiento, de integración y de inclusión social 
para las ciudadanas y los ciudadanos que realmente ven agravada su situación de aislamiento por no 
poder movilizarse por cuenta propia. 


Los avances son muy escasos y, en ese sentido, destacamos la instalación de plataformas 
en muy pocas unidades del transporte colectivo capitalino en Montevideo. Desde luego, este es un 
programa de atención nacional, y ni que hablar que abarca a zonas rurales y de la periferia urbana de 
las capitales departamentales donde realmente hay situaciones muy problemáticas. 


Es por estas razones que se ha colocado la problemática de la discapacidad en las 
previsiones de la Rendición de Cuentas para el año 2008. Tenemos la plena conciencia que no cuenta 
con los recursos que todos hubiéramos querido para permitirnos desplegar todas las acciones, pero 
constituye una buena base para avanzar en la búsqueda de luz, coherencia y articulación a nivel 
público estatal. 


Por otro lado, queremos señalar que hay una fuerte asociación del Plan de Equidad con lo 
dispuesto en la Rendición de Cuentas para el año 2008. Nosotros queremos subrayar que si bien está 
atado a la Rendición de Cuentas de ese año, necesariamente también lo está a la del año 2009 y más 
allá de ésta. 


El Plan de Equidad constituye un salto cualitativo en la intención de reconfigurar el modelo de 
protección social uruguayo; no es un Plan de Emergencia Il o un sucedáneo del Plan de Emergencia. 
Incluso, va mucho más allá de lo que establece la propia normativa constitucional en términos de 
facultades de esta Administración e intenta proyectar un modelo que necesariamente se adecue a las 
necesidades y demandas, así como a la matriz de riesgos sociales que tiene nuestro país. 


Además, este Plan de Equidad no se puede asociar exclusivamente a las prestaciones o 
transferencias monetarias; no se trata solamente de las asignaciones familiares o de las pensiones a la 
vejez, sino también -como señaló muy bien la señora Ministra- de la educación inicial, de la educación 
en edad escolar, de los distintos programas que seguramente el colega Julio Bango desarrollará con 
mayor precisión, de política alimentaria con una perspectiva de seguridad alimentaria -con 
instrumentos novedosos que ya se han puesto en marcha y que se están ejecutando con mucho éxito y 
eficiencia- de desarrollos productivos y de políticas vinculadas a la inclusión o integración social. Como 
dice el propio documento, es equidad de género, equidad intergeneracional, equidad territorial, equidad 
de oportunidades y equidad racial. 


Si me permite la señora Ministra -no se lo pude comentar antes, aunque sí se lo expresé a la 
señora Subsecretaria- quiero decir que en el día de ayer tuve oportunidad de recibir a una comisión 
que trabaja en la órbita de derechos humanos del Ministerio de Educación y Cultura, en cuestiones 
relacionadas con la discriminación racial, que nos hizo un planteo que consideramos absolutamente 
legítimo respecto de incorporar la equidad racial explícitamente en la fundamentación normativa del 
Plan de Equidad. Los últimos datos registrados en las encuestas son más que elocuentes y nos dicen 
que tenemos que realizar acciones afirmativas, no haciéndonos más los distraídos. Por eso, anuncio a 
la señora Ministra que estamos incorporando también esta dimensión de equidad racial, por 
considerarla absolutamente legítima y compartida en todos sus términos. 


Como dijo la señora Ministra, es un Plan de Equidad de todo el Gobierno nacional y no sólo 
del MIDES. Es un producto fatigoso, trabajoso, de muchos meses -más de un año- de estudio a nivel 
del Gabinete Social y del Consejo Nacional de Políticas Sociales, que está integrado por el Congreso 
de Intendentes, el CODICEN -en carácter de invitado permanente- el Banco de Previsión Social, el 
INAU y, por supuesto, el Ministerio de Economía y Finanzas. 


SEÑORA MINISTRA.- Reafirmando lo que decía Christian Mirza, deseo expresar que el único 
Ministerio que tiene una Secretaría para las Mujeres Afrodescendientes que trata estos temas en el 
INAMU -Instituto Nacional de las Mujeres- y otra que en el INJU hace lo propio con los jóvenes 
afrodescendientes es el de Desarrollo Social. Por lo tanto, estamos totalmente en línea con el planteo 
que él hacía. 


SEÑOR HEBER.- Señora Presidenta: naturalmente, saludamos la presencia de la señora Ministra y de 
sus asesores. Tengo varias interrogantes para formular y quizás nos puedan ayudar a entender 
muchas cosas. 


En primer lugar, me quiero referir a lo último que el señor Director estaba mencionando sobre 
el Plan de Equidad. El Gobierno viene y dice que el Plan de Equidad no se somete únicamente al 
Ministerio de Desarrollo Social, y está bien; pero esto deberá tener alguna dirección o se tendrá que 
hacer algún seguimiento del tema, lo que implica un determinado presupuesto. Digo esto porque 
cuando vino el señor Ministro de Economía y Finanzas, me llamó la atención que los gastos previstos 
para los años 2007 y 2008 para el Plan de Equidad luego desaparecían. Incluso, el señor Ministro 
manifestó que iba a haber un traslado de recursos a la educación de gran parte del crecimiento 
previsto, sobre todo de los años 2008 y 2009. De alguna manera, esto puede unirse a lo que venían 
diciendo la señora Ministra y el señor Director en cuanto a que el Plan de Equidad no se somete 
únicamente al Ministerio y que hay una serie de medidas, como las escuelas de tiempo completo, que 
nos dan garantías sobre este tema que nos parece importantísimo. 


Seguramente, como se va a implementar el Plan de Equidad en los años 2007 y 2008, va a 
haber un descenso en la continuidad asistencial. Como dije, se supone que habrá un descenso de la 
asistencia que estamos realizando. Nadie lo desea como solución final y ni la oposición ni el Gobierno 
quieren terminar generando, de la asistencia, un círculo vicioso del que no podamos rescatar a la gente 
que se encuentra en esa situación; simplemente, queremos que esa gente no pase la miseria, la 
necesidad y el hambre que puede estar pasando. Cuando el Gobierno habla de Plan de Equidad - 
quizás daría para conversar mucho sobre el tema- ¿está previendo rescatar a esta gente mediante el 
trabajo? Uno de los planes de equidad es tratar de continuar con la posibilidad de generar los 
equilibrios que la sociedad quiere y el Director se refería a Montevideo y al interior, sobre todo en el 
tema racial y en el de género. Está bien, pero creo que es una lucha que, como sociedad, tendremos 
permanentemente. Sin embargo, me preocupa un poco la población a la que hoy se asiste con un 
dinero y que procuramos reinsertar en la sociedad dignificándola mediante el trabajo. Por ello, quisiera 
saber si el Gobierno prevé que esta situación se pueda revertir durante los años 2008 y 2009, de modo 
de generar una política de empleo que, justamente, tenga en cuenta a la población que hoy estamos 
asistiendo económicamente. Estas son mis dudas respecto del Plan de Equidad. A su vez, pido a la 
señora Ministra y al señor Director que anoten otras dudas que tengo, pues me parece importante 
conversar al respecto. 


Hemos estudiado los planillados, y durante la ejecución presupuestal del Ejercicio 2006, en 
los gastos de funcionamiento aparece la no ejecución de $ 264:000.000, alrededor del 10% del 
gasto de funcionamiento, unos U$S 11:000.000. Si hablamos de porcentajes, parecería poco, pero 
es mucho si se trata de millones de dólares. Los rubros asignados son remuneraciones y pasantías, 
así como contratos por $ 29:000.000, servicios no personales contratados por $ 10:000.000, 
transferencias por $ 200:000.000 -monto no ejecutado- básicamente en beneficios, alimentación y 
otros. Y lo otro tiene que ver con el Ingreso Ciudadano. 


¿Qué es lo que nos preocupa? Con respecto a esta Rendición de Cuentas felicito a la 
Presidencia de la República porque no gastó en administración. Los representantes del Inciso 01 
vinieron a esta Comisión y nos dijeron que no se gastó en administración, y realmente festejé porque 
es dinero que, en lo personal, no creo que deba estar ahí porque podemos darle otros destinos. Pero, 
en cambio, la no ejecución de este Ministerio, sobre todo en los gastos de funcionamiento, sí me 
preocupa porque lo que buscamos es que el dinero llegue en función del crédito a quien nosotros 
queremos que llegue. Entonces, nos gustaría tener un comentario de la señora Ministra en cuanto a 
qué pasó con estos gastos. 


Por otra parte, quisiera comentar, según me informan mis asesores, que si tenemos un 
ingreso ciudadano de $ 1.350, que por año son $ 16.200, no se estarían cubriendo, con la ejecución de 
$ 55:000.000, las 3.400 personas que, de alguna manera, deberíamos cubrir. 


SEÑORA MINISTRA.- No entendí este último comentario. 


SEÑOR HEBER.- Estoy leyendo lo que me dejaron los asesores; no tome en cuenta este comentario. 
Sí me importa saber qué pasó con el gasto y por qué no se ejecutó. 


En cuanto a las inversiones, aquí vemos una economía de 28,89%, lo cual significan unos 
U$S 3:000.000. Utilizo la moneda dólar para tener una idea más cabal, ya que a veces nos perdemos 
con los millones, y no porque sea afecto a esta moneda. 


Me parece que con respecto a algunos rubros se manejó bien este tema. Por ejemplo, no se 
gastó en la adquisición de vehículos; quizás el Ministerio no los precisó. También se habla de que se 
gastó poco en reparaciones edilicias, aunque sí se gastó bastante en adquisición de equipamiento 
informático, como señalaba la señora Ministra cuando hizo su exposición inicial. Sobre este aspecto, 
creo que es muy importante informatizar, sobre todo para poder saber a qué población estamos 
asistiendo. 


En vista de que estamos administrando la escasez y siempre nos estamos quejando de que 
no tenemos rubros, y la realidad es que no se van a hacer este tipo de inversiones, haría la pregunta, 
simple, de si ese dinero se podría trasladar a otras reparticiones dentro del Ministerio; aclaro que no le 
voy a sacar un peso a la señora Ministra, pero pienso que se puede reforzar la inversión si no se tiene 
previsto gastar. 


El último comentario tiene que ver con la situación descubierta por las contrataciones. 
Nosotros entendemos esta situación, como también los enredos burocráticos y las maneas de papel - 
quizás la descripción sea un poco telúrica y rural- que nos atan y, a veces, inmovilizan al propio Estado. 
Pero creo que podemos hacer un esfuerzo para generar una situación legal a la señora Ministra con 
respecto a este tema, para que pueda contratar zafralmente; inclusive, podríamos buscar una 
redacción apropiada, ya que son las cosas que nos dan garantías a todos. Es verdad que muchas 
veces el Estado, por temor a perderse en el camino, se corta las piernas. Entonces, no camina. Por 
tanto, podemos hacer un esfuerzo para encontrar las posibilidades que permitan a la señora Ministra 
contar con el personal que precisa para su labor. 


SEÑORA MINISTRA.- Creo que las preguntas que formula el señor Senador Heber son interesantes y 
nos dan pie para plantear una serie de cosas relacionadas, algunas con el Plan de Emergencia, otras 
con el Plan de Equidad y, por último, con lo que él señalaba que, además, lo felicito, porque los 
Diputados pasaron por ahí sin darse cuenta. Nos reíamos y por eso miré al equipo de apoyo 
presupuestal porque, al salir, vimos que nadie nos había preguntado por qué no habíamos ejecutado, 
en el año 2006, el rubro de Funcionamiento e Inversiones, lo que nos parecía de lo más sorprendente. 
Sin embargo, el señor Senador lo hizo, así que quiere decir que miró o alguien miró por usted. 


El tema sobre el que nos vamos a referir nos ha costado mucho comunicarlo; quiero que 
quede muy claro que nos ha dado muchos dolores de cabeza, muchas rabietas y, al final, optamos por 
no intentar explicarlo más porque nos sentíamos totalmente incomprendidos. Cuando empezamos, 
antes de contar con una Ley de creación del Ministerio de Desarrollo Social y antes de tener una ley 
que instrumentara el Plan de Atención Nacional a la Emergencia Social, dijimos que este plan 
empezaba y terminaba; no vino para quedarse. Lo dijimos antes, durante y ahora; es algo que se 
cierra. ¿Por qué? ¿Por un capricho político o por una restricción presupuestal? No; se debe a una 
concepción de lo que teníamos que hacer. Nuestro trabajo era atender la emergencia -la había, vaya si 
la había, más y más profunda de lo que nosotros mismos pensamos y habíamos planificado- desde 
una perspectiva de derechos. No se trata de asistir, aunque también he dicho en todos lados que si hay 
que asistir lo haremos porque el que tiene la barriga vacía no puede pensar y si no llevamos a un 
refugio al que está durmiendo en la calle, se morirá de frío; si no va porque no quiere, porque tiene 
problemas psiquiátricos, tengo que lograr atender la salud mental porque, de lo contrario, eso llevará a 
que se me mueran en la calle. Digo “se me mueran en la calle” -no nos vanagloriamos de lo que 
hacemos bien, y nos damos de patadas por lo que hacemos mal- porque, por ejemplo, el 20 de agosto 
de 2006 levantamos de la calle a un señor a quien logramos convencer para que ese día fuera al 
refugio, pero al día siguiente no logramos convencerlo; entonces, él durmió en un contenedor, luego 
vino el camión que levantó ese contenedor, lo tiró adentro del camión y el hombre se murió. No se trata 
de papeles ni de expedientes; son personas de carne y hueso, con nombre, apellido, con sueños, 
dificultades, exclusión y una serie de aspectos más. 


Lo mismo sucede con aquellas personas que hoy están siendo alfabetizadas. La verdad es 
que me muero de verguenza porque siempre me llené la boca con el sistema público de enseñanza y 
con la escuela pública uruguayos; sin embargo, encontramos lo que encontramos: ya sea analfabetos 


funcionales -como finamente les decimos- como analfabetos crudos y duros que nunca pisaron la 
escuela, que iban a cobrar el ingreso ciudadano y tenían que ir con dos testigos. Precisamente, el 
primer lío lo tuvimos en un banco del interior donde no permitían cobrar porque la persona no sabía 
firmar y esto introdujo otros programas que no estaban en el plan. 


Como decía, de lo que se trata es de que este plan finalice. ¿Termina con la población que 
está en exclusión total, con su núcleo duro? No; no termina allí. Sería totalmente absurdo que 
defendiéramos el hecho de que vamos a llegar a fin de año habiendo sacado a todos, sin excepción, 
de la exclusión, pero sí nos propusimos construir, junto con los protagonistas -no con los beneficiarios, 
los usuarios o los clientes, como dicen en algunos organismos- la salida de esa exclusión, de la 
emergencia. Ya decía el Director Mirza que siempre se ha visto la transferencia monetaria como la 
única herramienta, por lo menos así lo vio la población al principio, y después se empezaron a ver los 
otros componentes del Plan de Emergencia en marcha. También es cierto que es más visible en el 
interior, en los interiores, que en Montevideo, y esto es así porque ven al protagonista en Rutas de 
Salida, haciendo su trabajo comunitario, yendo a atenderse, a hacerse la mamografía o el Papanicolau, 
o ven a quienes participan en Trabajo por Uruguay, etcétera. Nosotros tenemos las cifras de las 
escuelas, de las policlínicas y de los kilómetros de vías férreas que se arreglaron. Los protagonistas 
ven esto como su obra; por ejemplo, los vecinos ven que el que estaba excluido, el indigente  -en fin, 
“esa gente”, como dicen algunos- es tan ciudadano, tan persona y tan habitante de la República como 
ellos y, por lo tanto, tiene los mismos derechos que cualquiera de los que estamos sentados aquí. 


Asimismo, puedo hablar de cosas tremendas como, por ejemplo, cuando vimos a los que 
trabajaban en la campaña contra el dengue y notamos eso que hay en el trabajo mutuo, el sentirse 
orgullosos por estar haciendo algo para lo que fueron capacitados. Volvían a mediodía a traer su 
planilla al Centro de Salud y, además, el vecino les abría su puerta y los hacía pasar al living para 
llenarlas, así como a su jardín o a su fondo para que vieran sus cacharros. Ahí se da una inclusión 
cotidiana, no porque la decretemos, sino por procesos. 


El otro día fui al Cerro a uno de los sorteos de “Trabajo por Uruguay” y había más de mil 
personas; por supuesto, el 85% de ellas eran mujeres. Digo esto porque considero que la indigencia y 
la exclusión tienen cara de niño, de niña, de adolescente y de mujer y en Rutas de Salida, en Trabajo 
por Uruguay, en el mejoramiento del hábitat, en todas partes, las vemos arremangándose y haciendo 
por la vida, a medida que uno les va dando herramientas con las cuales poder capacitarse, 
desarrollarse e incluirse en la sociedad. Nos plantearon lo que decía el señor Senador Heber, es decir, 
que quieren trabajo, que no quieren que nadie les dé nada. 


En esta oportunidad, además, hicimos algo inteligente -no yo, sino quienes trabajan ahí- es 
decir, sortear primero entre los hombres, que son menos, y después entre las mujeres. Esto fue así por 
el patético cuadro que se veía cuando finalizaba el sorteo: allí estaba el grupo de hombres que no 
habían salido favorecidos con cargos titulares ni suplentes, cuando sabemos que tienen la cultura de 
que deben ser ellos los que sostienen la casa. Por lo tanto, a veces quedan solos, ahí parados, 
esperando un sorteo por un trabajo que, en realidad, es una política social, y tanto a ellos como a 
nosotros nos queda una angustia tremenda. En realidad, necesitaríamos miles y miles de puestos más 
para hacer ese proceso del que luego salen con sus dientes, con su boca arreglada y curada y su 
prótesis puesta. Todos sabemos que no se mira al mundo, no se sonríe ni se va a buscar trabajo de la 
misma manera con dientes que sin ellos. También salen con sus lentes porque, como están en el 
Banco de Previsión Social, tienen derechos que adquieren en esa relación y esa institución los provee 
del diagnóstico y de los lentes -ya sea para leer o para ver de lejos- incluso en algunos casos, dos 
pares. 


Ahora bien, también tengo que decir que esto es de parte de todo el Gobierno, porque en 
muchas ocasiones sucede que nos preguntamos a qué médico podemos derivar a determinada 
persona si en ese pueblito o en esa zona rural no hay ninguno. Como Gobierno, a veces también nos 
preguntamos si debemos llamar a concurso en el Ministerio de Salud Pública, pero una vez concretado 
esto, nadie se presenta para ir a ese pueblito que tiene 500 personas que, sin embargo, tienen los 
mismos derechos que quienes viven en una población de 5.000. 


Entonces, se trata de construir juntos la salida de la exclusión. Nos queda, claro que sí, un 
núcleo duro y para eso en la Rendición de Cuentas pasada los señores Senadores votaron una 
Dirección Nacional de Asistencia Crítica e Inclusión Social -la DINACIS- que se va a encargar -ya lo 
está haciendo- de este tema. Esto es así porque el MIDES no es el Ministerio de los pobres ni va a 
serlo, pero sí va a tener -ya tiene- una Dirección que fue votada en la Rendición de Cuentas pasada y 


que hoy, aunque parezca un chiste decirlo, tiene cinco cargos. El señor Mirza decía que pedimos 14 
cargos; esto no me parece una cosa tremenda: pedimos 14 porque no tenemos ninguno. Pero, bueno, 
pedimos 14, no 100 para la discapacidad; hoy, reitero, la DINACIS tiene cinco cargos. Como somos 
una sola unidad ejecutora, dijimos astutamente que la mejor manera de transferir el dinero y que no 
hubiera “chacras”, quizás era trasladar un funcionario de un lugar a otro transitoriamente. Ahora bien, 
reitero que no estamos hablando de un tema asistencial, sino de la promoción social, y habremos 
fracasado estrepitosamente si en el futuro la gente, en lugar de pedir trabajo -como lo hace ahora- 
pidiera que se le siguiera haciendo la transferencia monetaria. Hoy la gente no nos dice que quiere una 
transferencia monetaria, porque lo que pretenden es trabajar. 


Ante esta situación hay distintos caminos, y uno de ellos es el de los emprendimientos 
productivos o las iniciativas locales, en las que la gente presenta proyectos para esa localidad. Quizás 
no sean viables para otra zona, pero sí lo son para una localidad específica. Además, hay personas 
que tienen diferentes capacidades, que hace muchos años que no trabajan, pero que en algún 
momento tuvieron talleres o máquinas de coser. Por ejemplo, la primera experiencia la hicimos con 
mujeres que se dedicaron a coser túnicas para las escuelas primarias, a las que se ayudó con una 
pequeña capacitación. 


Por otro lado, están las pequeñas opciones productivas que se presentan como una salida al 
plan. La Ley de Cooperativas Sociales que se votó en el Parlamento, nos da un marco legal para que 
las personas puedan organizarse y tejer redes. También están las mujeres rurales artesanas para las 
que se implementaron, conjuntamente con los Intendentes, doce medidas que no pretenden reducir los 
controles bromatológicos, sino dar posibilidades para vender lo que hacen. Se trata de no poner una 
traba sobre otra que les impida vender sus productos. Tampoco se trata de competir con la empresa 
privada, porque estamos hablando de espacios -y no digo nichos de mercado, porque esos son lugares 
donde algo va luego de muerto y aquí estamos ante un nacimiento- que en una determinada localidad 
no están cubiertos. 


A su vez, contamos con la tarjeta de la que hablaba el Director Mirza, que sigue estando 
vigente y se amplía en el Plan de Equidad. ¿Qué es la tarjeta magnética? Implica una autonomía para 
comprar e involucra a una red de más de 500 comercios solidarios de cercanías y no incluye a las 
grandes superficies. Este mecanismo obliga al pequeño comerciante a estar en orden porque debe 
tener una cuenta en el Banco de la República y estar al día con el Banco de Previsión Social. Además, 
nos han informado que estos comerciantes hoy en día venden tres veces más. No lo decimos nosotros, 
sino que lo ha constatado CAMBADU, las distintas Cámaras y también ha sido expresado por los 
mismos comerciantes que están tan entusiasmados que quieren algo que nosotros no queremos, y es 
que la nueva Asignación Familiar se cargue en la tarjeta. Nosotros decimos que no, porque la 
Asignación Familiar es dinero en metálico que sirve para que la gente haga lo que quiera con él. Quiero 
aclarar al señor Senador Heber que este mecanismo no sólo da autonomía, sino que también permite 
un control. 


Por nuestra parte, no le tememos a la palabra control; queremos un seguimiento y un control 
ciudadano además del parlamentario. Nos interesa que la gente del lugar nos informe cuando un 
determinado comerciante -por suerte estos casos han sido muy excepcionales- sube los precios a 
aquellos que compran con la tarjeta. Se dio el caso de un comercio que se quedaba con la tarjeta y con 
la cédula de las personas porque decían que no tenían conexión. Entonces, se presentaron 
funcionarios del MIDES para explicarles cómo se deben hacer las cosas. 


Tenemos en línea y en tiempo real un detalle de qué es lo que la gente compra y puedo decir 
que compran mucho mejor que nosotros. No voy a mencionar marcas pero sí voy a aclarar que 
nosotros, quienes estamos en las capas medias o medio altas, un día compramos una determinada 
marca de cerveza, luego una de cigarrillos, otra marca de cerveza y quizás finalmente compremos la 
leche. Sin embargo, esta gente compra primero que nada -tenemos la estadística y la podemos 
presentar- los alimentos perecederos. Después aparecen artículos de higiene y, naturalmente, la yerba, 
porque en el Uruguay sería absurdo que no compraran yerba para el mate; nos parece fantástico. Y 
también, una vez por mes o cada tanto, compran artículos para ponerle a la torta, porque seguramente 
alguien tuvo cumpleaños. Además, insisto, esto le sirve al almacenero, al comercio local. Por lo tanto, 
esta tarjeta se extiende en el Plan de Equidad. Así, en el artículo 245, en el Programa “Apoyo 
alimentario”, se dice “Tarjeta de integración para hogares con menores, en extrema pobreza, 57.000 
hogares, aproximadamente”. Y después donde dice “Otros apoyos”, aparece lo que nosotros llamamos 
el complemento de la tarjeta, que refiere, fundamentalmente, a artículos de higiene. Pero por supuesto 
que la tarjeta es un instrumento; no es la panacea de nada. 


En su momento, cuando se discutía la Rendición de Cuentas en el año 2006, nosotros 
vinimos con las cifras y dijimos -lo recordaba un señor Diputado en la Comisión de Presupuesto de la 
Cámara de Representantes- que había algo que rompía los ojos y de lo que nadie se había dado 
cuenta. En aquella instancia nos criticaban por otras cosas que no compartíamos, pero yo señalé que 
si estuviera en la oposición, me habría parado arriba de la mesa por un cero que nadie vio. 


Efectivamente, en el año 2005, del PANES habíamos ejecutado cero en alimentación, porque 
demoró nueve meses -igual que un embarazo- convencer al Banco República de que una tarjeta de los 
pobres era un negocio y lograr que alguna empresa de las que instalan “posts” y la conexión en línea - 
ahora sí hay varias atrás de la tarjeta futura, para la cual llamaremos a licitación y ya están los pliegos- 
pensara que aquí había un posible negocio. Les dijimos, entonces, que se presentaran e hicieran lo 
que saben hacer, que nosotros íbamos a hacer lo que sabemos hacer nosotros. 


En este sentido, quiero destacar que de cada $ 10 que salen del MIDES, llegan los $ 10 al 
destinatario. No gastamos nada en administración ni en los aparatos. Incluso, varias veces la Directora 
General me ha planteado el problema de cómo hacer para que no se nos caigan los vidrios del edificio, 
y yo siempre le he dicho que en ese edificio no pongo un peso. También es verdad que teníamos U$S 
5:000.000 asignados para equipamiento y para la sede del Ministerio, y nos los ahorramos, porque 
tenemos la dudosa suerte de estar en un banco robado. Entonces, tenemos el edificio y todos los 
muebles que quedaron: sillas, mesas, escritorios y los que llamamos “Frankenstein”, que son 
computadoras que los muchachos han armado con partes de las que estaban. Pero ahora se va a 
gastar en inversiones, fundamentalmente en la parte informática y también porque la Directora General 
me convenció de que, si no hacemos algo, se nos van a caer los vidrios en la cabeza. Ya tuvimos 
problemas un día de vendaval, aunque, por suerte, no se le cayeron en la cabeza a nadie. En su 
momento yo había propuesto poner unas redes, porque me da rabia invertir plata allí; finalmente me 
convencieron de que era un disparate. Pero fundamentalmente vamos a invertir en el equipamiento de 
las oficinas en todo el país; para nosotros esto es absolutamente clave. 


Sí digo que necesitamos vehículos, y aquí vamos a referirnos a otro tema. Tenemos una 
licitación iniciada desde el año pasado que va y viene y a esta altura ya le perdí la pista; no sé si está 
en la DGI y no quiero ni preguntar. Nosotros necesitamos vehículos en la calle permanentemente y los 
que tenemos son prestados por otras instituciones del Estado, o están en comodato, y muchas veces 
nos los brindan con el chofer. No damos abasto con los vehículos que tenemos a los que, además, les 
estamos dando muchísimo uso porque transitamos por todo el país. Asimismo, precisamos camionetas 
para salir durante el día y la noche y un camioncito, para lo cual llamamos a una licitación, a la que se 
presentó una sola empresa, y luego se declaró desierta. Entonces, seguimos dando vueltas atrás de 
los expedientes y estos son los trámites que hay que abreviar. Somos de la opinión de que no 
podemos decir "no se puede", porque todo se debe poder hacer. Sin embargo, algunas cosas son 
inenarrables y hay que cambiarlas. Voy a poner un solo ejemplo, para no extenderme, sobre algo que 
parece tonto, pero que es muy sintomático. En un momento me llegó un expediente diciendo que tenía 
que mandar al Ministro de Economía y Finanzas y al Presidente de la República una solicitud para que 
nos autorizaran a comprar tarjetas de celulares para las personas que estaban trabajando en campo. 
Si yo le pido permiso al Presidente para comprar tarjetas de $ 100, seguramente no va a quedar 
contento. Ocurre que sobre ese tema había un decreto del 2002 -que tenía mucho sentido en esa 
época- por el que se prohibieron los celulares a todos los funcionarios. De todas maneras, tengo 
conciencia de que todos tenían celulares y conexiones, aunque no sé cómo lo lograban. Como había 
otro decreto que exceptuaba al Ministerio del Interior de esa disposición, también pedimos que se 
exceptuara al MIDES, lo que fue firmado por el Presidente de la República, pero a las dos semanas 
llegó otro decreto que lo anulaba, diciendo que los costos se habían abaratado, etcétera. Quiere decir 
que hay que legislar, hay que derogar y simplificar trámites que inicialmente tenían el sentido de evitar 
dolos, corrupción o errores que se pudieran cometer, pero después tomaron vida propia. Entonces, si 
se mira un expediente que viene del INAU desde el 2002 y que termina en mi mesa, vemos páginas y 
páginas que tienen como único sentido que alguien ponga un sellito de: "Siga el trámite". 


Eso hay que eliminarlo y es una tarea que tienen por delante los Legisladores. Hay que sacar 
todo lo que no se sabe para qué es, salvo para que alguien tenga una oficina y un sello. 


Por otro lado, en cuanto al Plan de Equidad, puedo decir que es de todo el Gobierno para 
toda la sociedad, en el que naturalmente, como decía el Director Mirza, se trata de empezar en el 2008 
con algunas políticas estructurales y seguir en el 2009. Si vamos al principio de este asunto, puedo 
decir que tuvimos políticas de emergencia, por ejemplo, las que tienen que ver con el Programa 
INFAMILIA -que me gusta mucho y, por lo tanto, me complazco en mencionarlo- en el que se 
encontraban los maestros comunitarios. Este tema estaba radicado en INFAMILIA como un programa 


de emergencia, financiado con un préstamo del BID, que heredamos y que reformulamos, creando esta 
figura del maestro comunitario. Los maestros comunitarios empezaron como una experiencia casi 
piloto, en la que naturalmente estaba involucrada la ANEP, porque participaban maestros de las 
escuelas públicas que fueron designados por Primaria. El objetivo que se fijó con este programa fue 
que los maestros comunitarios terminaran donde tienen que estar, es decir, en Primaria, en la ANEP; 
no pueden estar -ni queremos que estén- en el MIDES, pero tampoco queremos que sea una política 
que se caiga, una vez que termine el préstamo del BID. Por lo tanto, si los señores Senadores leen el 
Inciso 25 van a ver que los maestros comunitarios no están más en el Programa INFAMILIA, sino en 
ANEP. 


En lo que tiene que ver con la estrategia de educación física y recreación, también 
comienzan en INFAMILIA y en algunas escuelas, luego tienen una mayor cobertura -también con 
INFAMILIA- pero ya este año los profesores -que fueron seleccionados de la manera en que se eligen 
los profesores de educación física- los paga el CODICEN. Los señores Senadores van a encontrarlos 
en el Inciso 25, en donde tienen que estar, es decir en ANEP y en el CEP. 


El Programa de Aulas Comunitarias también comienza en el MIDES como un plan piloto. Se 
inician como aulas fuera del liceo para aquellas chicas y aquellos chicos que terminaron 6% año de 
primaria y nunca fueron a primero de liceo o sí pasaron pero el sistema los expulsó porque fue incapaz 
de retenerlos. Obviamente, trabaja con profesores de Educación Secundaria que son supervisados 
desde el punto de vista técnico. Nosotros respetamos la autonomía técnica de la ANEP y trabajamos 
en acuerdo y convenio con esa Administración. ¿Dónde está el Programa de Aulas Comunitarias 
ahora? En el Inciso 25, en Educación Secundaria, donde tiene que estar ese programa. 


Lo mismo ocurre con el programa de UTU. En este caso estamos hablando de U$S 
10:000.000 que son parte del Plan de Equidad, pero no están en el MIDES, sino donde deben estar 
que, en este caso, es ANEP. 


En cuanto a la cobertura de tres y cuatro años -primero, es la de cuatro años- los ordinales 
presupuestales que son de U$S 1:500.000 para los maestros de educación inicial están en el Plan del 
Consejo de Educación Primaria. Esta cifra es parte de los U$S 148:000.000 iniciales del Plan de 
Equidad que habíamos diseñado trabajosamente durante un año, porque no es sencillo hacerlo dentro 
del Estado. 


En lo que tiene que ver con la extensión de la primera infancia, quiero decir que si me 
consultan respecto al tema, mi respuesta es que el cien por ciento de los niños de cero a dos años 
deben estar dentro de centros CAIF o similares. Me refiero a centros CAIF de modalidad diaria con las 
ventajas, los aprendizajes y las virtudes de la modalidad semanal. ¿Qué quiere decir esto? Que 
concurren todos los días, pero el trabajo con la madre, que tenía la modalidad semanal, se incorpora a 
la modalidad diaria. En este caso, no nos planteamos abarcar el cien por ciento porque, por razones 
de ejecución y de gestión, estamos convencidos de que no llegamos porque no tenemos condiciones 
para hacerlo. Por lo tanto, nos planteamos abarcar el 70%. Y eso se encuentra en los U$S 2:500.000 
que tiene el INAU para infraestructura, y los convenios tienen U$S 1:500.000 más. 


El Colectivo Infancia -que es como se denomina a las organizaciones sociales que trabajan 
en un 90% con los CAIF- señala que si no se dota de mayor presupuesto a la parte de transferencias, 
no pueden ampliar la cobertura. Nosotros vamos a ver cómo lo hacemos -quizás no sea a través de la 
Rendición de Cuentas- porque deben ampliar la cobertura. INAU y el Colectivo Infancia están de 
acuerdo en esto. Es conveniente aclarar que cada vez más INAU va a dejar de ser noticia -e invito a 
las señoras Senadoras y a los señores Senadores que lo visiten- por los más de cien infractores o por 
ser el lugar donde van los niños pobres e indigentes y excluidos. En este país hay 60.000 niñas y niños 
adolescentes en hogares de amparo y estamos caminando hacia un INAU rector de las políticas 
sociales, que diseña y articula y que, además de la función de amparo, tiene otros cometidos. Dejó de 
ser la Cenicienta del Estado y, si bien todavía no es la princesa, aspiramos a que sí lo sea porque los 
niños, niñas, adolescentes y jóvenes son el centro de nuestros desvelos. 


En el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social hay U$S 6:000.000 por devolución de 
impuestos -en realidad, no está dentro del espacio fiscal- para que las empresas privadas tengan un 
subsidio por emplear trabajadores. La idea es que no compita con el trabajador y, a su vez, no se 
violen las normas laborales. Obviamente, esto no va a ser sencillo, pero hay U$S 6:000.000 
adjudicados al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para generar puestos de trabajo genuinos, 
dignos, decentes, formales, con aportes al Banco de Previsión Social, etcétera, en las empresas 


privadas. Además, estamos haciendo un trabajo con las empresas -tanto públicas como privadas- en el 
tema de responsabilidad social. 


Asimismo, hay U$S 70:000.000 para la cobertura de salud. A partir de enero todos los 
menores de 18 años van a tener atención de salud; esto es algo muy importante, esto es Plan de 
Equidad. Obviamente, habrá que hacer ajustes y analizar el tema de los descuentos, porque todos 
sabemos -lo he vivido como Legisladora- que luego que se aprueba una ley general hay que hacer 
ajustes, pero lo cierto es que se van a destinar U$S 70:000.000 para la salud de los niños, niñas y 
adolescentes de este país, lo que no es poca cosa. 


Tal como dije en una reunión de bancada -y no tengo ningún prurito en decirlo acá- puedo 
discutir si este es el espacio fiscal correcto o cuál es el superávit primario, pero más allá de eso, creo 
que lo más importante que tiene esta Rendición de Cuentas es el dinero que se destina a la educación, 
a la salud, al trabajo. El trabajo protegido que se prevé en nuestro Inciso alcanza sólo para 3.000 
personas pertenecientes a hogares en extrema pobreza. Es una miseria, pero estamos hablando de 
3.000 hogares en los que vamos a hacer un trabajo absolutamente localizado y dirigido -en el sentido 
que planteaba el señor Senador Heber- hacia aquellos que están últimos en la cola porque no 
terminaron la escuela o porque no tienen capacidades desarrolladas. Trabajo protegido quiere decir 
trabajo con apoyo en derechos, con autoestima, sabiendo cómo debe presentarse a trabajar, cómo 
cumple los horarios, etcétera. Se trata de una política social. 


Todos los que están comprendidos en el PANES o en el INDA van a tener tarjeta, salvo 
aquellos que tienen una enfermedad específica, como celíacos, oncológicos, diabéticos; es decir todos 
aquellos que necesitan un alimento en particular. Esto es parte de los espacios de mercado que hemos 
venido encontrando; por ejemplo, hay departamentos en los que no hay un solo establecimiento que 
produzca alimentos para celíacos y por eso estamos promoviendo iniciativas locales que se dediquen 
exclusivamente a eso. De esa forma se puede comprar más barato porque no es necesario venir a 
Montevideo. Además, en muchos casos la gente no puede comer lo que debe porque no lo encuentra 
en la localidad en que vive. Entonces, se trata de espacios para emprendimientos locales. 


Como señalábamos al principio, se trata de U$S 70:000.000 que se destinan a los Incisos 15 
y 25, al INAU y al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Nosotros tenemos U$S 40:000.000 que 
están separados y que se van a destinar a las Asignaciones Familiares. Lo que puedo decir hoy es que 
por el primer hijo, desde su nacimiento hasta sexto año, va a percibir $ 700, y $ 1.000 por el que vaya 
al liceo o a la UTU. No puedo decir cómo será para el segundo o tercer hijo. Al respecto estamos 
trabajando junto al BPS para que nadie quede afuera y para que los que ya cuentan con un beneficio, 
no lo pierdan. El Banco de Previsión Social hizo el relevamiento de todo el Estado con sus empresas y 
de todos los que reciben asignaciones familiares, pero no por el BPS, como ser las Cajas Policial y 
Militar, a fin de construir un banco de datos real. Tenemos niños y niñas en un mismo hogar y unos 
reciben un dinero y otros no, siendo que tienen que recibirlo todos. 


Por otra parte, tenemos un apoyo a la vejez -que sí está en el Inciso 15- que se denomina 
"Asistencia a la vejez". Nosotros queríamos que se llamara "Pensión a la vejez", pero estuvimos de 
acuerdo en la denominación que se le dio porque si no abriríamos el debate sobre la seguridad social. 
Al respecto, voy a contarles una picardía. A mí no me molesta que se lo denomine "Asistencia a la 
vejez" porque el monto es el mismo y, de este modo, no tengo todas las trabas que tiene la pensión a 
la vejez. Entiendo que hay que legislar modificando porque, en el caso de la referida pensión, existen 
los familiares obligados; entonces si, por ejemplo, una persona tiene parientes en Australia que no lo 
ayudan, no puede obtener una miserable pensión a la vejez. Sin embargo, como en este caso la 
denominación es distinta, no tiene familiares obligados y, por tanto, todos los mayores de 65 años que 
hoy están en el PANES, automáticamente la van a recibir en el 2008. Supongo que en 2009 haremos la 
gran reforma de la seguridad social y, entonces, pasará a ser pensionistas a la vejez o, a lo mejor, 
recibirán una jubilación anticipada porque se van a juntar los años de trabajo y no estarán las trabas 
burocráticas. Lo mismo ocurre con los baremos de discapacidad sobre los que hemos hablado sin éxito 
durante diez años en este Senado, pero que ahora vamos a llevar adelante con modificaciones porque, 
de lo contrario, volvería a este ámbito a hacerme autocrítica. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero recordar a los integrantes de la Comisión que tengo anotado al señor 
Senador Long y que la señora Ministra se tiene que retirar a las trece y quince. 


SEÑOR BANGO.- Quisiera hacer una breve mención. 


El señor Senador Heber hacía una pregunta que me parece bien interesante. Cuando 
estamos aprobando rendiciones de cuentas y fijando presupuestos -en este caso hablamos del Plan de 
Equidad- también estamos invirtiendo y generando compromisos para el país para el futuro, para otras 
administraciones que, eventualmente, vendrán después de nosotros. Entonces, creo que es importante 
dar cuenta de esta situación. 


La señora Ministra estaba hablando del régimen de Asignaciones Familiares y quisiera hacer 
una breve referencia. Los señores Senadores recordarán que en 1994, a raíz de la crisis mexicana 
que después dio lugar al famoso "efecto tequila", México generó el llamado programa "Oportunidades" 
de transferencias monetarias que, en parte, se parecía al Ingreso Ciudadano. La idea era cerrarlo a los 
dos años, pero el programa "Oportunidades" sigue en la vuelta en México y se siguen realizando 
transferencias fijas. Sin entrar en las consideraciones sobre las políticas de ese país, podemos decir 
que han tendido que mantener las transferencias monetarias. 


Aquí lo interesante es que al pasar del Ingreso Ciudadano, mediante el Plan de Equidad, al 
régimen de Asignaciones Familiares no contributivas, estamos fijando un límite que es la pobreza en 
los hogares con niñas, niños y adolescentes menores de 18 años. Estamos hablando de una definición 
progresiva del ajuste porque a medida que la pobreza baje, se va a reducir la inversión que el país 
tendrá que hacer en Asignaciones Familiares. Entonces, si se da la lamentable situación de que suban 
los niveles de pobreza, la inversión va a crecer en función de los requerimientos de la población más 
necesitada. A modo de ejemplo, si empezábamos a implementar el régimen de Asignaciones 
Familiares -que estamos proponiendo y que va a requerir de la voluntad del Legislador- en el año 2005, 
hubiéramos tenido que atender, en términos de personas, a un 31% de la población. Si lo empezamos 
a aplicar ahora, vamos a tener que trabajar sobre el 27% de la población. Quiere decir que en términos 
de dos años y en función de los niveles de reducción de la pobreza que se han operado, el país está 
invirtiendo menos de lo que tendría que haber invertido en el 2005. Esperemos que con el esfuerzo de 
toda la sociedad podamos seguir bajando los niveles de pobreza y, por tanto, los niveles de inversión 
en transferencia de Asignaciones Familiares que tengamos que hacer, serán cada vez menores. 
Entonces, de alguna manera hay un ajuste que está en función de las necesidades de la gente y que 
va contra el progreso del país. Si éste progresa, bajaremos la inversión social en asignaciones, y creo 
que eso es una buena cosa como política de Estado hacia el futuro. 


Y para terminar, quisiera hacer un comentario sobre el tema de la asistencia. Si tuviera que 
expresarlo rápidamente -creo que estaba planteado en lo que formuló la señora Ministra- la operación 
que hemos hecho en estos dos años -no sólo el Ministerio sino también el Gobierno- ha consistido en 
hacernos cargo de una asistencia de la emergencia. A veces la asistencia tiene una connotación 
peyorativa. Entonces, se trata de asistir una situación de emergencia que teníamos, pero en paralelo 
hay que sentar las bases para que no nos pase como en México, en el sentido de tener que seguir 
adelante con el Ingreso Ciudadano. Hay que aprovechar la estructura del Estado ya que, algunas 
veces, no se apostó demasiado a las políticas universales. Hay que aprovechar los instrumentos como 
las Asignaciones Familiares, la educación, la política de capacitación para el empleo, etcétera, de 
manera de generar condiciones para hacer que las personas que habían quedado en situación de 
exclusión, entren a los sistemas de política universales. La mejor manera de combatir la pobreza para 
una sociedad, en términos de mediano plazo, sin duda es apostar a la educación. Creo que en esto 
estamos todos de acuerdo, independientemente de los sectores políticos a los que pertenezcamos. 


La operación ha sido hacerse cargo de la emergencia y, en el mismo movimiento, generar las 
condiciones y dispositivos necesarios para realizar lo que ya mencionamos. La señora Ministra hablaba 
de los maestros comunitarios; no los dejamos afuera del sistema educativo. Y así podríamos seguir 
mencionando acciones, por ejemplo, en materia de salud. Por consiguiente, hay que aprovechar la 
estructura existente e incluirla dentro de las políticas y presupuestos de los organismos, que es la 
mejor manera de contribuir a hacer un Estado más sólido, fuerte y eficaz. De alguna manera ese ha 
sido el fundamento del trabajo -mirado desde otro punto de vista- que hemos hecho en estos dos 
años. 


SEÑOR LONG.- Por razones de tiempo -ya que se ha reducido bastante el que tenemos disponible- 
me voy a ceñir a algunos de los temas que me preocupan. 


En el artículo 245, entre las medidas de inclusión social, se habla de proyectos sociales y 
atención a la discapacidad. ¿Cuáles serían los proyectos que están incluidos allí y, en particular, cuál 
es el componente del tema “discapacidad”? 


Sobre el artículo 246 quisiera manifestar, tal como lo hicimos en la mañana de hoy a los 
representantes del Ministerio de Salud Pública, quienes estuvieron con anterioridad al Ministerio de 
Desarrollo Social, que estamos en discrepancia con esta disposición. Y sucintamente vamos a dar 
nuestras explicaciones. 


La señora Ministra dijo que se había tomado en cuenta la opinión de la Comisión Nacional 
Honoraria del Discapacitado. Estoy en condiciones de informarle que, a lo largo de un proyecto en el 
que trabajamos extensamente en la Comisión de Población, Desarrollo e Inclusión durante casi dos 
años, solicitamos la opinión de la Comisión Nacional Honoraria del Discapacitado, la cual nos pidió un 
plazo para efectuar una serie de planteos. Luego nos pidió una prórroga y, finalmente, nos envió una 
propuesta -sin duda, muy meditada- por la cual se nos proponía una serie de modificaciones que, en su 
gran mayoría, fueron recogidas en el proyecto. Estas modificaciones incluían una reestructura del 
artículo que define la Comisión Nacional Honoraria del Discapacitado y sus cometidos, pero no se 
realizaba esta propuesta en absoluto; por el contrario, se planteaba mantener la relación actual con el 
Ministerio de Salud Pública y algunas variantes en la integración. 


Naturalmente que no dudo de la palabra de la señora Ministra, pero esa propuesta está por 
escrito y fue planteada a la Comisión; está, incluso, recogida en los documentos que recibieron todos 
los colegas Senadores cuando, por unanimidad de todas las bancadas, hace apenas diez días la 
Cámara aprobó un conjunto muy grande de modificaciones a la Ley N* 16.095. Entonces, a quienes 
hemos trabajado extensamente en el tema nos resulta por lo menos molesto el hecho de que exista 
esta contradicción, esta marcha atrás o este cambio. 


Además -y ahora voy al fondo de la cuestión, más allá del tema de procedimiento y de cómo 
se llevó adelante el asunto- por la propia naturaleza de las funciones de la Comisión Honoraria -que se 
definen tanto en la ley anterior como en la actual, más allá de que hay algunas modificaciones- hay 
temas que son muy complejos desde el punto de vista técnico. Una de sus funciones es, por ejemplo, 
certificar la existencia de la discapacidad, su naturaleza y su grado. En este sentido, coincido con la 
señora Ministra en que este es un tema que ha dado lugar a mucha discusión y a muchas injusticias. 
Otro de los cometidos de la Comisión Honoraria es desarrollar, dentro de su programa de rehabilitación 
médica, un subprograma a través del cual se habilitan en los hospitales de su jurisdicción -la ley se 
refiere, obviamente, al Ministerio de Salud Pública- y áreas de influencia, servicios especializados de 
rehabilitación médica destinados a las personas discapacitadas. También tiene el cometido de crear 
servicios de terapia ocupacional y talleres protegidos terapéuticos, y el proyecto establece que tendrá a 
su cargo su habilitación, registro y supervisión. Como se verá, entonces, las definiciones tienen un 
componente técnico médico muy importante. 


Estoy de acuerdo también con lo que se dijo por parte de la señora Senadora Dalmás -y que 
de alguna forma estaba dentro de lo que señalaba la señora Ministra- en cuanto a que aquí hay que 
coordinar muchas áreas, pero sucede que la propia Comisión Nacional Honoraria, por la redacción 
anterior, ya coordinaba al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, la ANEP, etcétera, y además, en 
esta nueva redacción, se le agregan otros organismos, como el Banco de Previsión Social y el Banco 
de Seguros del Estado, por la propia sugerencia de la Comisión. Están también la Universidad de la 
República, el Instituto del Niño y el Adolescente, el Congreso Nacional de Intendentes, etcétera; es 
decir que ya es, en sí misma, un organismo coordinador. 


Sin embargo, la preocupación que le trasladé al señor Subsecretario de Salud Pública se me 
acrecienta con la propia exposición de la señora Ministra, que ha sido muy sincera -y eso lo valoro- 
cuando manifestaba que el MIDES está en un momento en que no tiene estructura, por las razones 
que se detallaron, y carece de recursos humanos y materiales, como también se explicó en detalle. 
Entonces, más allá de que, reitero, esto es multidisciplinario, si tenemos que elegir qué Ministerio está 
más vinculado al tema y dónde hay una mayor posibilidad de dar respaldo, creemos que la opción 
debería ser, claramente, el Ministerio de Salud Pública. Nos parecería bien que el MIDES se integrara 
a esta Comisión, por ejemplo, pero no que se cambie el punto de referencia porque, por las razones 
que se están exponiendo, es claramente mayor el respaldo que se puede tener por parte del Ministerio 
de Salud Pública, por lo menos en esta etapa. Habrá que revisar el tema dentro de dos o cinco años y 
quizás en ese momento la situación sea distinta, pero creemos que ahora este cambio, en lugar de 
reforzar la situación, en la práctica la va a debilitar. 


Por otra parte, la señora Ministra dijo que evidentemente el tema de la discapacidad es una 
asignatura pendiente en el Uruguay, algo en lo que creo que estamos todos de acuerdo. Ahora bien, es 
verdad que una parte importante del apoyo que hoy existe lo prestan organizaciones de la sociedad 


civil, que son cientos, de muy diverso tipo, distribuidas en todo el territorio nacional. La señora Ministra 
mencionaba el caso de Florida, y yo conozco dentro de ese departamento más de una organización 
que trabaja muy bien, entre otras cosas porque lo hacen con mínimos recursos y porque tienen un 
compromiso muy directo. Me viene a la memoria la famosa expresión de Peter Drucker; cuando se 
refería a lo que tenían que aprender los demás de las organizaciones de la sociedad civil; decía que en 
el resto de las organizaciones públicas o privadas la persona tiene un trabajo, pero en una 
organización de la sociedad civil tiene un compromiso. Eso es lo primero que la persona asume; 
después de que asumió el compromiso de ayudar, ve con qué recursos lo hace. Y aquí surge el otro 
tema que quería tocar: el tema de los recursos es clave, como en todas las cosas, y los recursos que 
tienen estas organizaciones de la sociedad civil, al igual que los que maneja el Estado, son 
extremadamente escasos. Lo eran y lo siguen siendo; la señora Ministra lo dijo con mucha franqueza, 
hecho que le reconozco. Es verdad que el actual Presupuesto se incrementa en U$S 285:000.000 y 
que ese aumento se destina mayoritariamente a políticas sociales, pero lo que va a estas 
organizaciones de la sociedad civil son U$S 200.000. 


Además, dentro de esas organizaciones hay muchas que no tienen nada que ver con el 
tema de la discapacidad, porque estamos hablando de cerca de un centenar de organizaciones que en 
muchos casos se dedican a otros temas, por supuesto también muy loables. Recién se hablaba de 
que había U$S 15:000.000 que no se habían ejecutado dentro del propio Ministerio de Desarrollo 
Social. 


SEÑORA MINISTRA.- No; son $ 15:000.000. 


SEÑOR LONG.- De acuerdo; no es lo mismo. Pero me quedo con los U$S 285:000.000 anteriores o 
con los U$S 100:000.000 anuales, grosso modo, que tenía el Plan de Emergencia. En cualquier caso, 
las asignaciones para el rubro personas con discapacidad son mínimas, y no es que los recursos no 
estén, sino que las prioridades han sido otras. Los discapacitados no han estado en las prioridades del 
Uruguay durante muchos años y siguen sin estarlo ahora; esa es la realidad. Entonces, me preocupa 
que si tuvieran una cantidad algo mayor de recursos, esas organizaciones de la sociedad civil y el 
propio Estado, ni que hablar, podrían hacer una tarea no perfecta, por supuesto, porque en estos 
temas la perfección es muy difícil de definir, pero sí mucho mejor. Creo que, dentro de las diversas 
distribuciones, este aspecto podría haberse considerado de mejor manera. 


SEÑORA PERCOVICH.- Al igual que el señor Senador Long, integramos la Comisión de Población, 
Desarrollo e Inclusión, en la que trabajamos durante muchos meses -como decía el señor Senador- y 
en donde finalmente votamos casi una reglamentación a la Ley Marco N* 16.095, que nunca había sido 
reglamentada; puede resultar exagerada en algunos puntos, pero así estamos cumpliendo con lo que 
no se había hecho durante años. 


En realidad, quiero aclarar que nunca tratamos el tema de la ubicación de la Comisión 
Nacional Honoraria porque sólo aprobamos una reglamentación del marco general de las obligaciones 
que tiene el Estado con relación a los discapacitados. Como lo definimos en esa ley, este tema abarca 
a todas las instituciones del Estado o, por lo menos, a una gran mayoría que se relacionan -como se ha 
dicho acá- con la ejecución de políticas sociales, porque los discapacitados sólo tienen una parte de 
enfermedad, y en su rehabilitación y su estímulo participan otras partes del Estado. Por tal razón, ese 
proyecto tiene varios capítulos en los que vamos definiendo prioridades al Estado. 


En realidad, cuando tratamos el tema de la Comisión Nacional Honoraria, dentro de los 
lineamientos de este programa, entendimos que como se trata de una Comisión de coordinación de 
acciones del Estado frente a un problema específico de la sociedad, debería estar en el Ministerio que 
se creó para la coordinación de las políticas sociales. En ese sentido, expresamos muy claramente que 
el Ministerio de Salud Pública -esto sí lo quiero recalcar- debía resolver el tema de los baremos, por la 
misma razón que señalaba la señora Ministra de Desarrollo Social. La definición de los baremos está 
entre las prioridades que preguntaba el señor Senador Long, dentro de las acciones de la Comisión 
Nacional Honoraria y del Ministerio de Desarrollo Social. 


En todo caso, eso le tocará a la parte del Estado que tiene que ocuparse de este tema, es 
decir, al Ministerio de Salud Pública, según lo que definimos en la ley, para evitar los problemas que se 
presentan después para la fijación de las pensiones. 


SEÑORA MINISTRA.- Voy a intentar dejar claro algunos temas. En primer lugar, es lógico que se 
produzcan confusiones, porque en la Rendición de Cuentas hay muchas planillas y aspectos que 


controlar y, a la vez, tenemos que buscar dónde hay dinero para ver cómo se puede mejorar lo que 
envía el Poder Ejecutivo. Además, no se hace una distinción entre el PANES y el MIDES. Nosotros 
recibimos una dotación presupuestal para el Plan de Atención Nacional de la Emergencia Social que, 
además, necesitó de una ley especial porque, de otro modo, no se podía ejecutar. Como expliqué 
anteriormente, este plan tenía siete componentes y en el 2005 hubo cero ejecución en la política 
alimentaria y expliqué por qué. Después pasamos a hablar de las canastas de fin de semana y así 
podríamos hacer una larga historia de cómo nació, creció y se desarrollaron el PANES y el MIDES. 


En el caso del presupuesto para el PANES, si los señores Senadores recuerdan, la ejecución 
terminaba en abril de 2007. Al respecto, el Parlamento, con el apoyo del Ministerio de Economía y 
Finanzas -si no, no se hubiera podido hacer- prorrogó el plan hasta que se agotaran los dineros. Eso 
nos permitió que lo que no se ejecutó un año, pudiéramos ejecutarlo al año siguiente, y así cerrar el 
plan con tranquilidad. Digo más, tenemos un refuerzo de U$S 20:000.000 que nos transfirió el 
Ministerio de Economía y Finanzas para realizar el cierre real de los programas y así poder canalizar 
su salida. O sea que además de los 200 millones que había mencionado antes, tenemos que agregar 
este refuerzo que nos transfirió el Ministerio de Economía y Finanzas. Cabe resaltar que la Rendición 
de Cuentas fue elaborada Dirección por Dirección, componente por componente, ajustando el cinturón 
-como dirán los Directores- en todo lo que pudimos. Teníamos que considerar cuánto era posible 
ejecutar a diciembre y de ello resultó que era necesario pedir 20 millones más. Entonces, pueden 
aparecer algunos rubros que no fueron ejecutados pero que lo van a ser en el futuro; en todo caso, nos 
faltarían recursos. Si me preguntan les diría que precisaría diez veces más dinero del que tenemos; es 
incalculable lo que precisaríamos, pero eso no tiene nada que ver con lo que estamos hablando. 


Con respecto al tema de la discapacidad, voy a ser muy clara, como lo hice siempre cuando 
fui parlamentaria y lo sigo siendo como Ministra; no hay ningún manual que diga cuáles son las 
actitudes que los Ministros pueden o deben tener. Entonces, mantengo la misma modalidad -con un 
poco más de cuidado, obviamente, en algunos temas- que cuando estaba en el Parlamento, porque 
sigo siendo la misma persona. Acá, como dicen los médicos respecto a la salud ocular, hay una deuda 
retrospectiva acumulada. Nosotros no intervenimos en esta oportunidad con las potestades ni con la 
composición de la Comisión Honoraria. En la Rendición de Cuentas pasada, a pesar de la convicción 
que tenían Salud Publica, el Director y nosotros mismos en cuanto a que esa Comisión debía pasar a 
depender del MIDES, no hicimos esa propuesta porque los representantes de dicha Comisión no 
estaban de acuerdo y no estaban convencidos de ello en aquella oportunidad. Por lo tanto, no quisimos 
apurar ese tema porque es un proceso colectivo. Ahora bien, examinen el Presupuesto Quinquenal y 
los anteriores y verán que no existe ni existió nunca la atención a la discapacidad en este país. La 
Comisión Honoraria, al igual que las demás Comisiones que hay a lo largo y a lo ancho del país, en 
localidades, en capitales, en pueblos y en medios rurales -aspecto que muy bien destacaba el señor 
Senador Long- están como mendigos, por todos lados, luchando para sobrevivir y cumplir una función 
que el Estado tiene la obligación de cumplir. Pero este fenómeno no empezó hoy y cuando el Director 
Mirza mencionaba que había 14 funcionarios, en realidad, no hay ninguno, porque muchos de ellos 
están “en negro”. Por ejemplo, los choferes de la Comisión Honoraria ingresaron a través de la ley que 
atiende casos de primera experiencia laboral. Cuando me enteré, me espanté porque pensé que se 
trataba de chiquilines que tenían 8 meses de contrato; por el contrario, son personas que hace 4,566 
años que están de choferes, que ingresaron por intermedio de aquella ley y, por suerte, tienen libreta 
profesional, que fue lo primero que pregunté. Entonces, no existen como funcionarios del Estado, pero 
formalmente trabajan como tales. En el Instituto Cachón, el personal de servicio, de alimentación y de 
cocina trabaja “en negro”; no existe, no tiene aportes al Banco de Previsión Social. La Secretaria 
Ejecutiva de la Comisión Honoraria, que parece que es una persona muy eficiente -personalmente, 
no la conozco- cobra un poco por la comisión de apoyo de acá, otro poco de la comisión de apoyo de 
allá, y eso compone su sueldo. Tampoco existe el cargo de Director, es decir, el del señor Alberto Della 
Gatta. 


Entonces lo que nosotros hicimos fue poner unos choferes, una secretaria ejecutiva, que sí es 
de carne y hueso, un tesorero, etcétera; es decir, catorce cargos transparentes, con los aportes 
correspondientes para comenzar a blanquear. El Centro de Rehabilitación “Tiburcio Cachón” es una 
institución de derecho privado. Ahora bien, a la gente que allí trabaja, a los educadores y a los 
orientadores que enseñan a caminar con el bastón, a trabajar con el perro, a moverse y todo eso, les 
paga Salud Pública de la manera más extraña y si los señores Senadores lo desean, en otra 
oportunidad se los podemos mostrar. Perdónenme la expresión, pero todo esto es una “chanchada”. 
Nosotros queremos trasparentar, poner orden y que de una vez por todas haya una política para las 
personas con discapacidad. Le digo al señor Senador Long que sin duda el tema tiene un componente 
fuerte de salud que tendrá que cumplir el Ministerio de Salud Pública, incluso mucho mejor que ahora. 
A su vez, tendremos que cambiar los baremos que, como decía la señora Senadora Percovich, atañen 
a la salud, pero también es un problema del Banco de Previsión Social. En este mismo lugar, cuando 


quien habla era Senadora, hicimos lo imposible por modificar la forma de medir. Es verdad que en una 
época se dieron a “troche y moche” las pensiones por discapacidad a personas que no tenían una 
discapacidad, pero luego el Uruguay se fue para el otro extremo. En ese sentido, hay una frase 
célebre que el señor Ernesto Murro -actual Presidente del Banco de Previsión Social- cuando era 
representante de los trabajadores, le dijo a una persona de Bella Unión: “Mire, usted perdió el brazo, 
pero puede manejar un ascensor”. 


Sin embargo, en Bella Unión no había ascensores. Entonces, no le daban la pensión por 
discapacidad. En este tema hay un componente social, un componente de discapacidad y los famosos 
familiares obligados. Esto último no tiene que ver con los baremos sino con el Código Civil del 
“sacrosanto” Tristán Narvaja, que debemos modificar. Se trata de un Código Civil maravilloso ya que 
llegó a estos tiempos, pero concebido para una familia con otras características que la del 2001 y con 
una concepción de integración, que no es la misma. No tuvo en cuenta al discapacitado trabajando, 
divirtiéndose, aprendiendo, en fin, haciendo al máximo todo lo que sus capacidades le permiten. 


Por último quiero decir que, aunque ahora lo vamos a seguir haciendo, no debe haber 
transferencias a las organizaciones sociales. En este mismo lugar donde ahora se sienta el Ministerio, 
se han sentado, una tras otra, las delegaciones -que, como aquí se dijo, hacen un trabajo maravilloso- 
mendigando $ 10, $ 50 y luego pidiendo por favor al señor Representante del departamento que les 
den el dinero que necesitan. ¡No tienen que andar mendigando! ¡El Estado debe velar por todos sus 
hijos e hijas y más por los que están discapacitados! 


No se trata de que el Diputado o el Senador del departamento -no importa de qué pelo sea- 
logre que se le transfieran unos pesitos en la Rendición de Cuentas. Tiene que haber dinero, cuyo 
monto iremos aumentando, para políticas de las cuales el Estado no sea prescindente. Con esto no 
quiero decir que el Estado debe hacer la gestión porque hay organizaciones sociales que lo hacen 
muchísimo mejor que si el Estado se pone a inventar. Considero que estas organizaciones deben 
tener la dignidad de no necesitar arrimarse a la Ministra para pedir por favor un vale de nafta o una 
garrafa para calentar la comida de los chiquilines o para calefaccionarse. Tienen el derecho de contar 
con esas cosas que son mínimas. 


Perdónenme la vehemencia -aclaro que podría ser mayor- pero es bravo cambiar en 26 
meses de gestión lo que viene sucediendo desde hace 170 años. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Mesa quiere informar a los señores Senadores que en algún momento 
de la tarde que haya quórum, la Comisión debe poner a votación el límite de pedido de audiencias. 


SEÑOR LONG.- Dado lo avanzado de la hora, simplemente voy a hacer un comentario. Con toda 
franqueza, no puedo pasar por alto la afirmación de la señora Ministra porque parece que en 170 años 
no se hubiera hecho nada. Se hizo mucho; se construyó este país, y lo hicieron el Gobierno y la 
oposición. Tengo el orgullo de pertenecer a un partido que tiene 171 años y que a pesar de haber 
estado sólo 25 en el Gobierno, logró hacer aportes bastante importantes, incluso desde la oposición, 
como lo está ahora. 


Nosotros estamos orgullosos del país que tenemos, con todas las dificultades y problemas 
que tiene. Nos parece que se ha hecho una construcción de la sociedad, camada sobre camada, que 
vale enormemente y que no se puede tirar por la borda diciendo que aquí no se ha hecho nada y que 
se está empezando de cero. 


También fui cuidadoso cuando dije que la discapacidad era un tema postergado desde hace 
mucho tiempo. Fui bien claro cuando hablé; no me refería sólo a esta Administración, sino también a 
las anteriores. Como decía la señora Ministra, se pueden ver las planillas y comprobar que los 
volúmenes de dinero no han mostrado una prioridad hacia ese lado. 


De todos modos reitero que el país ha logrado muchas cosas en el campo social gracias a la 
contribución de hombres de muchos partidos, incluyendo al señor Senador Rodney Arismendi, por 
quien siempre tuve una particular admiración a pesar de no tener coincidencias. Él siempre estuvo en 
la oposición, y nuestro Partido casi siempre lo estuvo, pero entre todos hicimos un país del que, al 
menos yo, estoy orgulloso, a pesar de todos sus problemas. 


SEÑORA MINISTRA.- Coincido totalmente con el señor Senador Long: estamos muy orgullosos del 
país que tenemos, de la sociedad uruguaya, de sus valores de solidaridad y de sus valores de 
compromiso. Las peores épocas de este país pudieron lastimarla de alguna forma, pero esa red y ese 
tejido social solidario nos permitió no caernos del todo al pozo en momentos muy difíciles. Muchas 
veces las organizaciones sociales saben hacer estas cosas mucho mejor que cualquiera de nosotros, 
pero la dignidad de su trabajo debe estar respaldada con recursos. Como decía hoy, cuando hablaba 
del Colectivo Infancia, no es que yo sea una enamorada de transferir la labor de la educación o de la 
asistencia a la primera infancia a organizaciones sociales, pero son las que hoy lo están haciendo, y lo 
van a hacer mejor o peor de acuerdo con los recursos que destinemos. O sea que estamos totalmente 
de acuerdo en el orgullo que sentimos por este país, por este pueblo uruguayo. 


A modo de picardía, quiero decir que Rodney Arismendi siempre fue Diputado; recién poco 
antes de morir fue electo Senador, aunque nunca asumió. Al igual que el actual Senador Sanguinetti y 
otros, consideraba que el campo de batalla real y el lugar de las grandes discusiones era la Cámara de 
Representantes y no la de Senadores. Eso fue cambiando con los años -el Senado ha ido cambiando- 
pero grandes figura de este país, de distintos pelos, no quisieron ser Senadores y siempre se 
mantuvieron en la Cámara de Representantes porque consideraban que esa era la primer trinchera. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la presencia de la señora Ministra y sus asesores en esta 
Comisión. 


Se levanta la sesión hasta la hora 15, cuando recibiremos al Ministerio de Defensa Nacional. 


(Así se hace. Es la hora 13 y 19 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


